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Resumen

El presente trabajo tiene por objeto analizar críticamente las instituciones que con-
figuran la democracia representativa. Se propone concebir la democracia como una 
sociedad de intérpretes constitucionales. Como se explica, la Carta Democrática Inte-
ramericana deberá guiar la defensa contra la autocratización. En el texto se habla de  
la restauración de las estructuras de la democracia representativa, tanto desde el li- 
beralismo como desde el igualitarismo, y se analiza de forma crítica que las reformas  
para mejorar la democracia se han reducido al régimen; sin embargo, una distin- 
ción analítica entre régimen, gobierno y Estado podría solucionar los problemas de  
acción colectiva, que en condiciones democráticas obliga a los gobernantes no solo a  
respetar y proteger la autonomía individual, sino también a crear los espacios para el 
desarrollo activo de la participación pública para abordar las cuestiones desatendidas,  
como son los patrones materiales y culturales de exclusión sostenidos por la institu-
cionalidad local.

Palabras clave:	 institucionalidad democrática, libertad de expresión, régimen, Estado, 
gobierno, sociedad de intérpretes constitucionales.

Abstract

The purpose of this work is to critically analyze the institutions that make up  
representative democracy. It is proposed to conceive democracy as a society of  
constitutional interpreters, as explained, the Inter-American Democratic Charter should 
guide the defense against autocratization. The text talks about the restoration of the 
structures of representative democracy, both from liberalism and from egalitarianism, 
and critically analyzes that the reforms to improve democracy have been reduced to 
the regime, however, an analytical distinction between regime, government and state,  
could solve the problems of collective action, which in democratic conditions, forces  
rulers not only to respect and protect individual autonomy, but also to create  
spaces for the active development of public participation to address neglected issues, 
such as material and cultural patterns of exclusion, sustained by local institutions.

Keywords:	 democratic institutionality, freedom of expression, regime, State, government,  
society of constitutional interpreters.
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Introducción

n la actualidad, América Latina está conectada mediante 
múltiples tratados comerciales y la mayoría de sus países 
son signatarios de la Carta Democrática Interamericana, así 
como de otros tratados y convenciones de derechos huma-
nos. Sin embargo, las tendencias que se alejan de la demo-

cracia representativa continúan siendo una inercia constante. Los motores de estas  
tendencias aún son la desigualdad socioeconómica —además de las desigualdades  
étnicas y raciales— y la tradición providencial y patrimonial del poder. Desde el punto  
de vista de la lógica política, la principal tensión se deriva de la repetición de la se-
paración entre los regímenes democráticos capaces de procesar el conflicto y la baja 
estatalidad en la institucionalización de respuestas duraderas a los problemas subya-
centes de desigualdad y exclusión (Valdés-Ugalde, 2023, p. 122). Llaman la atención 
las pocas propuestas políticas que existen, más allá de los extremos.

Por otro lado, algo que ha sido común en la ola de desconsolidación de las democra-
cias es que se intentan o se llevan a cabo reformas dentro del mandato de las auto-
ridades electas, con el fin de aumentar su ventaja para permanecer en el poder. Esto 
ocurrió recientemente en Bolivia y se está intentando en México, lo que refleja la clara  
intención de los partidos gobernantes de beneficiarse a sí mismos y difícilmente avanza  
en la democratización del sistema e incluso tiende a debilitarlo (Valdés-Ugalde, 2023, 
pp. 130-134).

Desarrollo de la democracia  
en México. Virtudes y defectos  
de la democratización
De acuerdo con Francisco Valdés-Ugalde, si bien las reformas para el avance del orden  
democrático en México han sido favorables en todos los ámbitos de la democracia  
—cuyas virtudes convirtieron el espacio público en un ecosistema propicio para la ne-
gociación política mediante las vías del derecho, es decir, buscando someter los resor-
tes pasionales a los que obedece naturalmente la política, y particularmente el ámbito 
electoral, a las reglas constitucionales del juego—, lo cierto es que sus efectos siguen 
estando confinados en su mayor parte al régimen.

En ese contexto, el principal desafío consiste en legitimar la autoridad de la ciuda-
danía para acceder al ejercicio del poder político y ejecutar políticas orientadas a 
la igualdad socioeconómica mediante la provisión de los bienes públicos indispensa-
bles para alcanzarla. La calidad de las elecciones impacta a la de los representantes  
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electos y, sobre todo, es un indicador del poder de la ciudadanía para exigirles cuen-
tas. La persistencia de sumisión mediante la compra del voto o la intimidación y el 
asedio a las autonomías de las autoridades en la materia continúan siendo reminis-
cencias del atraso político.

Medio siglo de democracia en América Latina muestra signos de fatiga y circularidad 
que señalan un riesgo para este sistema de gobierno si no supera los dilemas que en-
frenta. Las reformas electorales para mejorar la calidad en este ámbito y el equilibrio de  
poder, entre otros asuntos, demuestran que los avances son muchas veces conside-
rables, pero, al mismo tiempo, son neutralizados o significativamente obstaculizados 
para impedir que alcancen su destino final: la transformación de la naturaleza de la  
comunidad política, el Estado en un sentido democrático. Estos bienes están contenidos  
en el canon legal de los derechos humanos, pero su implementación efectiva ocurre 
después del establecimiento de procedimientos democráticos para guiar el poder po-
lítico de una manera socialmente significativa, sin renunciar a la democracia liberal.

Salida de México de los sistemas 
democráticos. Regresión autoritaria

Es un hecho que, a pesar del fracaso de la reforma constitucional y el plan B, el  
gobierno lopezobradorista continuó atacando a las instituciones y, en febrero de 2024, 
lanzó un plan C, como programa de reforma institucional que comprometía a la candidata  
presidencial del partido Morena a continuar con la “transformación” autoritaria. Lo  
anterior, como reacción a la declaratoria de inconstitucionalidad de algunas leyes  
promulgadas por el Ejecutivo o el Legislativo, como la relacionada con la propaganda 
gubernamental o el plan B.

Durante ese periodo, las senadurías comenzaron a hablar del plan C; es decir, de re-
formar y “obradorizar” el Poder Judicial, cambiando el proceso de nominación de las 
juezas y los jueces: “Por eso justamente vamos a hacer que sean electos, para que ten-
gan que responder y comprometerse de cara al pueblo de México” (Robles, 2023). A 
pesar de no tener mayoría, Morena presentó en el Senado un proyecto de decreto pa-
ra reformar el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(cpeum), a fin de que las judicaturas y magistraturas federales, magistraturas del Tri-
bunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf), así como las ministras y los 
ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), se elijan por voto popular. 
En la iniciativa de ocho hojas, se argumentaba como motivación que “si el poder eje-
cutivo y legislativo es sometido a consideración popular, lo justo sería que también el  
poder judicial” (Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 94 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2023), y proponía agregar al  
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artículo 94 constitucional que “la elección del poder judicial será directa y en los términos  
que disponga la ley electoral” (Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma  
el artículo 94 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2023).

Tras el triunfo de Claudia Sheinbaum Pardo, Andrés Manuel López Obrador y Morena en 
la elección de 2024, la aprobación del plan C, especialmente lo que respecta al Poder 
Judicial, fue virtualmente un hecho. La reforma constitucional publicada en el Diario 
Oficial de la Federación (dof) el 15 de septiembre de 2024, mediante el decreto 253 en 
materia judicial, estableció, en sus artículos transitorios, el cese masivo, arbitrario, 
sin justa causa y sin derecho a la defensa ni a un debido proceso de toda la Judicatura 
Federal, en su oportunidad, de todas las judicaturas locales, por medio de un método 
infamante como la tómbola, y su eventual relevo en 2025 o en 2027.

La exposición de motivos justifica tal reforma en la falta de una verdadera indepen-
dencia de las juezas y los jueces, así como en su distanciamiento de la sociedad.  
Para remediarlo, se propuso crear “mecanismos democráticos que permitan a la  
ciudadanía participar activamente en los procesos de elección de ministros y jueces” 
(Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman, 2024). La iniciativa diseña  
un sistema para capturar los poderes judiciales. Cabe señalar que dicha afirmación 
no significa que no deba aspirarse a un mejoramiento de la judicatura nacional, au-
tocrítica y mayor comunicación con la sociedad; sin embargo, el objeto de la reforma 
constitucional no responde a dichas preocupaciones, sino que con esta se busca lisa y 
llanamente la captura de las juezas y los jueces, las magistradas y los magistrados, así 
como las ministras y los ministros, mediante la demolición de la independencia judicial.

Conviene recordar que tan pronto como Fidez (Hungría), Ley y Justicia (Polonia) y Nuevas  
Ideas (El Salvador) obtuvieron la mayoría en los poderes legislativos, aprobaron junto 
con sus ejecutivos la captura y el desmantelamiento de sus cortes constitucionales  
y sus poderes judiciales. Si se quiere que en México la democracia persista, el Poder  
Judicial tiene que estar a la altura para detener el fenómeno de erosión y el rompimien-
to o el declive de las democracias. Una corte fuerte e independiente puede convertirse  
en un límite a los esfuerzos autoritarios por reducir los derechos de expresión y  
asociación, la centralización del poder y el desmantelamiento de frenos en otras ins-
tancias de gobierno (Ríos, 2022, pp. 190-193).

Sin ánimo de ser exhaustivo, se puede observar que la tendencia al autoritarismo  
—que ha sido estudiada por la doctrina especializada, pero, sobre todo, que ha esta-
do marcada por las experiencias de otros países que han atravesado el fenómeno de  
erosión y rompimiento con las democracias— no ha hecho más que incrementarse. 
Por ejemplo, el 3 de abril de 2025 la presidenta Claudia Sheinbaum publicó en el dof el  
Decreto por el que se reforma la Ley Reglamentaria del Artículo 105 de la Constitución, 
el cual establece las normas para las controversias constitucionales y las acciones de 
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inconstitucionalidad que llegan a la scjn. Entre sus adiciones, la reforma añade una 
fracción VIII bis al artículo 19 y señala que son improcedentes las controversias cons-
titucionales o las acciones de inconstitucionalidad cuando tengan por objeto contro-
vertir adiciones o reformas a la cpeum. Esto es producto de una iniciativa presentada 
por la presidenta de la república (Redacción an, 2025) y su propósito, como se ha rei-
terado, es claro: blindar, desde las controversias constitucionales, las impugnaciones 
contra adiciones o reformas a la Constitución.

Esta causa de improcedencia, claramente, tiene como uno de sus propósitos sustraer 
de los alcances del control de constitucionalidad los límites y las condiciones que la 
cpeum prevé para su reforma, lo que abre la puerta a una tiranía de la mayoría, al exen-
tar de cualquier límite a un grupo político que pretenda utilizar la carta magna como  
un instrumento del poder, lo que equivale a asumir una modalidad del constitucio-
nalismo que es su propia negación, porque distorsiona los procesos electorales y  
las funciones jurisdiccionales, con lo que degrada el principio mayoritario en un es-
pejismo democrático.

Ahora bien, el fenómeno de la autocratización puede observarse en las restricciones o 
las limitaciones a las libertades de expresión, asociación y participación; en las afec-
taciones a la integridad de las elecciones, o en el “ensanchamiento” del Poder Eje-
cutivo; es decir, la imposición de una hegemonía sobre el Poder Legislativo, el Poder 
Judicial y los mecanismos de rendición de cuentas horizontal. Sin embargo, desde una 
perspectiva más amplia, la autocratización también abarca aspectos de la gobernanza  
y la cultura pública, mientras que los mecanismos de control ciudadano del poder  
estatal se vean deteriorados o vulnerados. Estos son actores que carecen de compro-
miso con las reglas y los procedimientos de la democracia, consideran que la oposición 
política carece de legitimidad, alientan el uso de la violencia en contra de sus adver-
sarios y niegan los derechos a las minorías sociopolíticas (Monsiváis, 2024, p. 324).

Esta polarización es un proceso por el que surge un conflicto bipolar extraordinario,  
es decir, un conflicto que no puede inscribirse en las pugnas de la política democrática 
ordinaria, sino que responde a una ruptura en el consenso democrático fundamental, 
que conlleva un desacuerdo en torno a lo que Adam Przeworski considera los funda-
mentos del “juego democrático”, particularmente el marco institucional que garantiza  
los frenos y contrapesos, incluidos los límites y las funciones que deben tener las ra-
mas de gobierno y las normas que garantizan las elecciones libres y competitivas 
(Przeworski, 1991).

Ante el contexto actual de crisis democrática (Graber et al., 2018; Katz y Mair, 2018; 
Khaitan, 2018, 2020; Mair, 2009), sin duda el principio de democracia representativa 
se ve mermado por el defectuoso funcionamiento del sistema de participación indi-
recta. Aunque no se trate de fenómenos que impliquen un rompimiento democrático, 
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sino de una erosión, es claro que son situaciones inherentemente hostiles a la idea y  
a las instituciones de la democracia liberal o democracia constitucional (Rodríguez  
y Gama, 2022, pp. 36-37).

Se necesita una teoría descriptiva de la democratización y desdemocratización del  
Estado y una teoría normativa del Estado democrático; ambas ayudarían a distinguir 
más claramente al Estado de otras formas de dominación. A diferencia de las fuentes  
ideológicas de las que bebe el populismo, la democracia —entendida como procedi-
miento— es la idea que respeta la diarquía democrática del juicio y la voluntad, sin 
convertir a la ciudadanía o al ciudadano en un sujeto bajo la unidad ficticia de todo el  
pueblo guiado por un líder. Sin embargo, una nueva ola de autocratización está llamando  
a la puerta y, con ella, el fantasma que ronda la historia: la apropiación de la democracia 
por viejas y nuevas oligarquías que históricamente ha tenido el efecto de excluir a gran-
des grupos de la representación política (Valdés-Ugalde, 2023, pp. 9 y 187).

El populismo, por difícil que sea generalizar acerca de sus múltiples variedades, tiende  
a implicar la invocación de poderes inmediatos. Nadia Urbinati, teórica política, ha des-
crito muy bien este énfasis populista básico como el ideal de “representación direc-
ta”, un oxímoron, ciertamente, pero que captura gran parte de la esencia de muchos  
populismos, ya sea de izquierda o de derecha (Urbinati, 2014). Todos los populis- 
mos comparten, aunque de manera implícita, una valorización positiva del “pueblo”, pero  
parece que la gente, siendo una idea elusiva y retórica, si alguna vez la hubo, siempre 
tiene que ser valorizada, como lo fuera de forma negativa, frente a los obstáculos a 
esa valorización (Osborne, 2021, p. 176).

Ese tipo de populistas, como sus representantes, deben ser enviados, dirigidos, ins-
truidos por ellos y responsables ante ellos, de forma precisa, sobre la base de la  
paradoja de la representación directa de Urbinati (2015). Los populistas, en este sentido,  
tienden a concepciones bastante idealizadas del poder directo e inmediato, a des-
confiar de las instituciones representativas e intermedias y a exigir un poder no  
mediado, al sostener que la voluntad del pueblo puede expresarse de manera directa.  
La solución es la promoción activa, sobre todo por parte del Estado, de asociaciones 
políticamente reconocidas “más allá” y separadas de este. Nunca ha habido tal ne-
cesidad de un giro hacia una democracia asociativa pluralizada como ahora, cuando 
la respuesta al gran gobierno está volteando a direcciones tan populistas (Osborne, 
2021, pp. 182-183).

En la dupla conceptual de la democracia asociacional, la parte importante es la aso-
ciativa y la democracia es el medio para actualizarla. El objetivo de multiplicar una 
pluralidad de asociaciones políticas en la sociedad civil es difundir y profundizar la 
competencia política y la negociación. Los populistas, a menudo, atacan a sus opo-
nentes en un tipo antagónico de principio amigo-enemigo; sus oponentes son, de  
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hecho, los enemigos del pueblo como uno, aunque (vagamente) se defina en cualquier 
contexto (Osborne, 2021, p. 185).

Sí hay una solución a ese problema, es en algo obvio, pero difícil: la restauración de la 
legitimidad a los aparatos representativos de la democracia liberal. Las democracias 
liberales son, de hecho, híbridos de democracia y liberalismo. Ambos son importantes, 
pero diferentes. Los populistas propenden a enfatizar solo la democracia, para la cual 
tienden a leer el mayoritarismo o el potencial —que, de hecho, no es necesariamente  
el principio básico de la democracia—, y a rechazar el elemento liberalismo —toleran-
cia, representación, etcétera—. Y, sin embargo, el elemento liberalismo está más re-
lacionado con la idea de una sociedad civil política, ya que son los elementos liberales  
los que enfatizan los valores de veracidad y los valores de inclusión y tolerancia  
(Osborne, 2021, p. 185).

Abundan los casos y los ejemplos de la prevalencia de instituciones y prácticas autori-
tarias que permanecen activas en regímenes y estados democráticos: supresión de la 
alternancia en el poder, fraude y manipulación electoral, clientelismo fomentado con 
recursos públicos, sistema cuasiunipartidista o partidos con tendencia a convertirse 
en la única opción, violaciones sistemáticas de derechos y libertades fundamentales, 
protección de organizaciones criminales y poderes ilegítimos por parte de los gobier-
nos, así como estructuras institucionales que hacen imposible el acceso a la justicia 
para los ciudadanos comunes (Valdés-Ugalde, 2023, p. 10).

En las intersecciones entre esas tres dimensiones políticas de la ciudadanía, el ré-
gimen político y el Estado se encuentran estos obstáculos, cuyo efecto es limitar la  
formación de estructuras de toma de decisiones políticas que modifican el núcleo, la  
"sala de máquinas" del Estado, como productor de los bienes públicos necesarios y es-
pecíficos que son la clave para este cambio. De la misma manera que no se puede ha-
cer pasar por democrático un ejercicio autoritario del poder por parte de un gobierno 
o una inscripción en el estado de principios, valores y normas que autorizan la opre-
sión, solo porque ha sido resultado de un acto electoral válido, también es inaceptable  
justificar un régimen democrático si los gobiernos y el Estado que lo regulan son bon-
dadosos y rectos cuando ejercen el poder, pero no son el resultado de decisiones  
colectivas democráticas (Valdés-Ugalde, 2023, p. 19).

Esta lente es particularmente adecuada porque la reciente ola de desconsolidación  
democrática en varias democracias establecidas ha estado acompañada por el co-
lapso, la toma autoritaria o la captura externa de los principales partidos políticos, la 
captura partidista de las instituciones estatales y un aumento de la retórica partidis-
ta hipernacionalista y excluyente. Este silencio es, en gran medida, una característica 
de los códigos constitucionales de las grandes "C" en el mundo anglófono. Los esta-
tutos constitucionales, las convenciones y los precedentes judiciales de las pequeñas 
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"c" en estos estados, ciertamente, se relacionan de manera amplia con los partidos 
políticos (Khaitan, 2021, pp. 88-89).

Sin duda, se puede argumentar a favor de un arreglo institucional que se parezca al 
parlamentarismo moderado, y que se haya hecho, sin considerar los sistemas de parti-
dos o los sistemas electorales. La erudición constitucional que se limita solo al análisis 
institucional normativo, sin considerar, de manera simultánea, los sistemas de partidos 
y los sistemas electorales, de forma normativa, está mirando una imagen seriamente 
distorsionada de la práctica constitucional (Khaitan, 2021, p. 91).

No hay democracia sin un régimen, un gobierno y un Estado democráticos al mismo 
tiempo. Las definiciones restrictivas de democracia que, por ejemplo, la circunscri-
ben a elecciones justas son muy útiles para observar la dinámica electoral, pero son 
solo una característica de la democracia que coexiste con otras. La polisemia del tér-
mino democracia requiere clarificación. Algunos han propuesto introducir una distin-
ción entre acceso al poder y ejercicio del poder y, de forma simétrica, la separación 
entre democracia y Estado, con el objetivo de distinguirlos como dominios que deben 
mantenerse conceptualmente separados, de modo que sea posible investigar la rela-
ción entre ambos (Valdés-Ugalde, 2023, p. 21).

Sin embargo, tal distinción es insuficiente para captar la forma como la interacción en-
tre las fuerzas democráticas y no democráticas en el régimen acentúa o disminuye el 
impacto de esas fuerzas sobre el Estado. La democracia representativa abarca concep-
tualmente la relación entre personas representantes y electoras durante los periodos de  
gobierno y no solo cuando se celebran comicios. Esta relación involucra procesos que  
se reflejan en el Estado; por ejemplo, en procesos legislativos, cambios constitucionales 
o políticas públicas y su interacción con la opinión pública (Valdés-Ugalde, 2023, p. 24).

Resistencia por la democracia. 
Despertar de la participación 
ciudadana en acción

El horizonte futuro es bastante desolador. No existe, por lo menos pronto, una solución 
en el marco del régimen constitucional que fije una trayectoria de retorno a la demo-
cracia ni siquiera la Corte Constitucional está en posibilidad, al menos ahora, de frenar 
las reformas constitucionales abusivas (Landau, 2013),1 es decir, aquellas que no tienen 

1	 El constitucionalismo abusivo tiene como característica esencial el uso del poder legítimamente 
obtenido para desdibujar la esencia del sistema que le dio ese poder: la democracia representa-
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como origen un proceso democrático o por lo menos equitativo. Otra opción es hartarse  
y unirse a movimientos de protesta social —violentos, a menudo— para que la ciuda-
danía cambie el equilibrio de poder a su favor. La interacción continua entre personas 
electoras y legisladoras o autoridades no tiene la relevancia necesaria para convertirse 
en una rutina diaria de la toma de decisiones públicas. El Estado no ha incluido su es-
tructura como comunidad política en esta interlocución (Valdés-Ugalde, 2023, p. 139).

A pesar de este margen de influencia indebida de los grupos más poderosos, una de 
las formas de contrarrestar esa desigualdad —poder distribuido por posición socioeco- 
nómica: identifica el grado en que la desigualdad socioeconómica se traduce en poder  
político (o falta de) poder— es mediante la rendición de cuentas diagonal, que mide el 
repertorio de opciones que la ciudadanía, las organizaciones de la sociedad civil (osc) 
y los medios independientes pueden utilizar para exigir responsabilidades al gobier-
no. El papel de los derechos humanos en la actividad política (su politización) es un 
factor determinante antes y después de su aceptación por parte de un Estado. Antes, 
porque representan una aspiración y, después, porque necesitan ser implementados 
para el pleno disfrute de las libertades que estos derechos implican (Valdés-Ugalde, 
2023, p. 142).

Estas formas y dichos procedimientos son la forma contemporánea de la asamblea 
que, paralela a la legislativa, pero, de manera informal, genera, reproduce y ajusta la 
opinión ciudadana frente a los asuntos públicos. Así como votar es la inclusión de opi-
niones expresadas en los votos emitidos que el Estado garantiza mediante unas elec-
ciones limpias, justas y transparentes, la opinión pública es una esfera de lucha por la 
inclusión de opiniones sociales expresadas ante los representantes de las personas  
electoras para influir en la conducta y las políticas del gobierno. La inclusión en el poder  
político no se reduce a la participación en el régimen, sino que está presente activa-
mente en el carácter envolvente de la democracia representativa, que supervisa las 
fuerzas impulsoras de la política (Valdés-Ugalde, 2023, p. 29).

El voto parece, en principio, poco preparado para ofrecer representaciones políticas 
adecuadas. No se trata de que este no importe, sino de que es deficiente como camino 
de expresión política (Álvarez, 2018, p. 65). Nadia Urbinati ha expresado esa necesidad 
con elocuencia. Para esta autora, hay que ir más allá de las intermitentes y discre-
tas series de instantes electorales —el soberano como expresión de una voluntad que 
autoriza— e investigar la influencia continua y el poder creado y recreado por el dis-

tiva. Incluye el uso de mecanismos constitucionales ordinarios, amparados por una legitimidad 
de origen —mayorías necesarias para efectuar cambios legislativos— que atentan contra elemen-
tos torales de la democracia y que, en definitiva, están encaminados a consolidar y concretar 
el poder, lo cual merma la posibilidad de que las minorías, en un momento dado, tengan la 
oportunidad de convertirse en mayorías.
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cernimiento político y la forma en que este poder diversificado se relaciona con las 
instituciones representativas. La democracia representativa es el nombre de un tipo  
de gobierno que empieza con elecciones, pero que se desarrolla más allá de estas. Abre 
un campo de participación que, aunque informal y no autoritativo, puede influenciar 
profundamente hacia dónde va un país (Urbinati, 2011, pp. 25-26).

Mientras las elecciones producen resultados que son verdaderas decisiones colectivas,  
los mecanismos de petición apenas buscan persuadir a los funcionarios de que  
actúen en un sentido determinado y canalizan las expresiones plurales de socieda-
des complejas cruzadas por profundos y persistentes desacuerdos (Álvarez, 2018,  
p. 65; Post, 1998; Waldron, 1995). El desarrollo de Claudia Zilla se aplica a aquellos  
subtipos de democracia con adjetivo, en los que el momento representativo podría 
complementarse empírica o discursivamente con otras dimensiones, pero no abolir-
se. Por lo tanto, la idea de soberanía popular implica un momento de vaguedad que de-
ja espacio para las luchas por la definición del demos (y sus límites). La polémica de la 
definición de las personas no afecta de manera exclusiva a las situaciones fundacio-
nales; puede ser, más bien, un proceso continuo con fases estables y de acomodación  
(Zilla, 2022, p. 1525).

El surgimiento del populismo se debe, al menos en parte, a la inestabilidad en la com-
posición del Estado social. Desde esta perspectiva, un síntoma de este mal es la dismi-
nución de la preferencia por la democracia y el aumento de la aceptación de gobiernos 
menos democráticos que resuelvan problemas económicos. Los grupos ciudadanos re-
levantes están insatisfechos con la insuficiencia del régimen político para dar cabida 
a sus demandas en la esfera estatal, en la que podrían satisfacerse si el régimen las 
pusiera en marcha mediante la constitucionalización de nuevos deberes y responsa-
bilidades que la sociedad y el gobierno estarían obligados a cumplir y hacer cumplir 
(Valdés-Ugalde, 2023, p. 33).

Existe una amplia brecha entre los derechos establecidos por las normas fundamenta- 
les y su cumplimiento efectivo, lo que crea un conflicto constitucional entre los titula- 
res de derechos y las autoridades gubernamentales. La democracia es importante  
para el cumplimiento constitucional, especialmente cuando se pasa de un régimen au-
toritario a uno democrático (Valdés-Ugalde, 2023, pp. 62-65). El Estado está rezagado  
en términos de incluir un nuevo tipo de fuerzas en el régimen político, que aspira a una 
democracia representativa más allá del proceso electoral y el funcionamiento tradi-
cional de la política.
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Propuesta para la regeneración  
de una sociedad participativa  
en el sistema democrático.  
Vías hacia una cultura de 
intérpretes constitucionales

Al parecer, esta situación abre un dilema en el que se encuentran actualmente muchas 
de las democracias, entre un salto democrático cualitativo o una regresión autocrá-
tica, y abre el camino a la tercera ola democrática, al formar regímenes políticos con 
baja capacidad de alcanzar la igualdad política más allá del sufragio universal, lo cual 
es un desafío básico para el buen funcionamiento de la democracia.

Peter Häberle dice que el pueblo no es solo una magnitud uniforme que (únicamente) 
emana el día de las elecciones, las cuales transmiten legitimación democrática como 
tales. En cuanto magnitud pluralista, el pueblo no se encuentra menos presente ni es 
menos legitimador de las interpretaciones del proceso constitucional (Häberle, 2016, 
p. 150). En 1975, Häberle publicó un ensayo clave para la teoría constitucional. “La so-
ciedad abierta de los intérpretes constitucionales” propone, de una forma original, la 
relación entre la norma suprema y un amplio número de agentes culturales; se extiende  
a una categoría a la que es posible denominar cultural, porque comprende todas las  
expresiones susceptibles de producirse en un medio espacial y temporal determinado.2

A partir de la propuesta de conciliación entre el procedimentalismo igualitario libe-
ral y la preservación del comunitarismo desarrollada por Jeremy Waldron sugiere que 
“así como individuos necesitan estructuras comunales para desarrollar y ejercitar las 
capacidades que sus derechos protegen, las comunidades minoritarias necesitan es-
tructuras políticas e internacionales más amplias con el fin de proteger sus valores y 
bienes culturales” (Waldron, 1995, p. 104).3

El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité desc) observa que 
“la expresión ‘vida cultural’ hace referencia explícita al carácter de la cultura como  
un proceso vital, histórico, dinámico y evolutivo, que tiene un pasado, un presente y un  

2	 La tesis sustentada por Peter Häberle dice: “En los procesos de interpretación constitucional 
se insertan potencialmente todos los órganos estatales, todas las potencias públicas, todos los 
ciudadanos y grupos. ¡No hay números clausus de los intérpretes constitucionales!” (Häberle, 
2008, p. 31).

3	 El original en inglés es como sigue: “Just as individuals need communal structures in order 
to develop and exercise the capacities that their rights protect, so minority communities need 
larger political and international structures to protect and to sustain the cultural goods that they 
pursue”. Traducción propia.
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futuro” (Observación general núm. 21, 2010) y añade que la cultura abarca las formas 
de vida y todos sus componentes, como la lengua, la música, las ceremonias, la reli-
gión y la literatura oral y escrita. Los estados parte del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (pidesc) deben adoptar medidas apropiadas para re-
mediar las formas estructurales de discriminación, a fin de garantizar que la escasa 
representación de personas de determinadas comunidades en la vida pública no afecte  
negativamente su derecho a participar en la vida cultural (Observación general núm. 
21, 2010, párrs. 11; 15; 16; 13; 37; 48; 51; 55, incisos c, d y e, y 63).

Los estados están obligados a tomar medidas para evitar que terceros, como las em-
presas que compiten por las frecuencias de radio, interfieran en el derecho a participar  
en la vida cultural y a proteger su derecho a realizar sus propias prácticas culturales. 
Acerca del particular, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte idh) se ha 
referido al carácter instrumental que adquieren determinados derechos, en particular 
la libertad de expresión, para materializar otros derechos, como participar en la vida  
cultural (Caso Poblete Vilches y otros vs. Chile, 2018, párr. 160; Opinión consultiva  
OC-23/17, 2017, párr. 211). En el caso maya kaqchikel vs. Guatemala, la Corte idh determi-
nó que el derecho a la libertad de expresión de las víctimas y el derecho a participar en  
la vida cultural están íntimamente conectados, en la medida en que la garantía del  
derecho a fundar y utilizar sus emisoras de radio, como parte del derecho a la libertad de  
expresión de los pueblos indígenas, es esencial para la realización de su derecho a  
participar en la vida cultural mediante los referidos medios de comunicación (Caso 
pueblos indígenas maya kaqchikel de Sumpango y otros vs. Guatemala, 2021, párr. 128).

Como se puede observar, el goce y el disfrute del derecho humano a la libertad de  
expresión y de pensamiento cobra especial importancia como derecho llave para el 
desarrollo del resto de los derechos humanos. Danielle Keats Citron señala que tener 
la oportunidad de involucrarse como ciudadano y participar en la creación de cultura 
es una de las razones centrales por las que es necesario proteger la libertad de expre-
sión. Es la ciudadanía, no el gobierno, quien debe determinar un tema adecuado para 
el debate público (Citron, 2019, p. 129). Louis Brandeis dice que

la libertad de pensar como se quiera y de hablar como se piense son medios indispen-
sables para el descubrimiento y la difusión de la verdad política; que, sin libertad  
de expresión y de reunión, la discusión sería inútil; que, con ellos, la discusión pro-
porciona ordinariamente una protección adecuada contra la difusión de doctrinas 
nocivas. (Brandeis, 1927)4

4	 Gran parte de la inspiración para la teoría del autogobierno de la Primera Enmienda proviene 
de Louis Brandeis, juez de la Corte Suprema de Estados Unidos de América. En su concurrencia 
en Withney v. California 274 U.S. 357 (1927).
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En ese sentido, algunos de los autores que han tomado con más seriedad la invitación 
de Cover de descubrir nuevos mundos y han detectado cómo este tipo de interacciones 
funcionan en la práctica son Reva Siegel y Robert Post, quienes han analizado la forma 
como el movimiento por los derechos civiles, el movimiento feminista y el movimiento  
a favor de la tenencia de armas han interpelado al Estado para que este adopte como  
propias sus interpretaciones de la Constitución (Post y Siegel, 2007; Siegel, 2006, 
2008). En el mismo sentido, Friedman sostiene que hay mecanismos mediante los 
cuales las decisiones de la Corte Suprema de Estados Unidos de América siguen a las  
visiones sustantivas del pueblo estadounidense (Álvarez, 2014, p. 330; Friedman, 
2009).

Libertad de expresión  
como mecanismo para  
el control democrático

La Carta Democrática Interamericana constituye una interpretación auténtica tanto 
de la Carta de la Organización de los Estados Americanos (oea) como de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos (cadh); es decir, fue realizada por los estados 
parte de estas. En su artículo 4, caracteriza la libertad de expresión y de prensa como  
uno de los “componentes fundamentales del ejercicio de la democracia” (Caso Clau-
de Reyes y otros vs. Chile, 2006, párr. 85; Opinión consultiva OC-5/85, 1985, párr. 70). 

La Corte idh ha resaltado la importancia del pluralismo en el marco del ejercicio del 
derecho a la libertad de expresión, al señalar que este implica la tolerancia y el es-
píritu de apertura, sin los cuales no existe una sociedad democrática (Caso Perozo 
y otros vs. Venezuela, 2009, párr. 116). La relevancia del pluralismo ha sido, a la vez, 
destacada por la Asamblea General de la oea en diversas resoluciones, en las cuales 
ha reafirmado que

los medios de comunicación libres e independientes son fundamentales para la demo-
cracia, para la promoción del pluralismo, la tolerancia y la libertad de pensamiento  
y expresión, y para la facilitación de un diálogo y un debate libre y abierto entre todos 
los sectores de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo. (Caso Granier y otros 
[Radio Caracas Televisión] vs. Venezuela, 2015, párr. 141)5

5	 El mismo criterio se reitera en el caso pueblos indígenas maya kaqchikel de Sumpango y otros 
vs. Guatemala, particularmente en el párrafo 83, en tanto se retoma el estándar respecto al pa-
pel de los medios de comunicación en una sociedad democrática.
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El Comité desc ha puntualizado, además, que

la protección de la diversidad cultural es un imperativo ético inseparable del respeto  
de la dignidad humana. Entraña un compromiso con los derechos humanos y las  
libertades fundamentales y requiere la plena realización de los derechos culturales, 
incluido el de participar en la vida cultural. (Observación general núm. 21, 2010,  
párr. 40)

Adicionalmente, ha indicado que, para entender el contenido y el alcance del término 
participar, se debe considerar que tiene, entre otros, el componente de “acceso a la 
vida cultural”. Para el Comité, el

acceso a la vida cultural comprende, en particular, el derecho de toda persona (so-
la, en asociación con otras o como una comunidad) a conocer y comprender su pro-
pia cultura y la de otros, a través de la educación y la información […] Toda persona 
tiene también derecho a conocer formas de expresión y difusión por cualquier me-
dio tecnológico de información y comunicación. (Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, 2010, párrs. 14 y 15.b)

La alternativa de concebir la justicia constitucional como un procedimiento participativo 
y dialógico exige adoptar nuevas herramientas metodológicas para impedir actuaciones 
deficientes u omisivas que violan los derechos fundamentales de amplios sectores de 
la población (Arango, 2017, p. 190). Esto implica adoptar una concepción de democracia  
procedimental que garantice las precondiciones de la democracia —precondiciones 
destinadas a garantizar el estándar de no exclusión y la participación política efecti- 
va de la ciudadanía (estas serían las precondiciones materiales de la legitimidad  
democrática)— y que se articule por medio de un control de constitucionalidad robus-
to, el cual, en las condiciones de extrema necesidad imperantes en el territorio latino-
americano, debe considerarse legítimo (Morales, 2015).

El derecho al sufragio contiene, en su evolución histórica, elementos de libertad y de 
igualdad: a medida que más individuos son reconocidos como titulares de la soberanía 
como ciudadanos, se hacen acreedores del derecho a la libertad de votar y ser votados 
y obtienen una igualdad de condición frente al acto de reelegir o remover gobiernos 
con libertad. A la vez que el sufragio ha sido un núcleo de la lucha por la igualdad, han 
surgido otros polos de exigencia que han contribuido a la igualdad política, la igualdad  
de participación, la igualdad ante la ley, la igualdad de género, en fin, igualdad de  
derechos. Nótese que cada forma de igualdad describe libertades que se pueden ejercer  
o no, dependiendo del grado de igualdad general y de las diferentes formas que asume  
(Beetham, 2004).
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No apostar por que la democracia debe ser el vehículo de inclusión en la toma de deci-
siones políticas y atenerse exclusivamente a sus formas tradicionales, sin reconocer 
su capacidad de transformación para canalizar el permanente desacuerdo de cada so-
ciedad con su propia imagen, significaría, al fin y al cabo, rehuir a la dialéctica entre el 
liberalismo y la democracia radical que ha estallado en el ámbito mundial. Es decir, los 
gobernantes deben ser receptivos a la tensión fundamental entre la autonomía indi-
vidual y la acción colectiva. El primer aspecto lleva a las libertades negativas, pero el 
segundo lleva al dominio de las libertades positivas que se alcanzan mediante la acción  
colectiva. El régimen, el gobierno y el Estado son soluciones a los problemas de  
acción colectiva que, en condiciones democráticas, no solo deben respetar y proteger 
la autonomía individual, sino también ser el espacio para el desarrollo activo de la parti-
cipación pública para abordar las cuestiones desatendidas (Valdés-Ugalde, 2023, p. 26).

Los mecanismos de rendición de cuentas son aquellos que inducen y permiten la dis-
persión del poder, el control del poder y la sanción del abuso de poder; son herramientas  
clave para hacer frente al dilema de la incongruencia. La rendición de cuentas puede 
ser vertical u horizontal.

La responsabilidad vertical se refiere a lo que el pueblo o las personas votantes (en 
la parte inferior) pueden exigir a sus funcionarios (en la parte superior). La rendi-
ción de cuentas vertical contribuye a la capacidad de respuesta de las personas 
(elegidas o seleccionadas) en posiciones de autoridad; es decir, su disposición a 
considerar las preferencias de la ciudadanía y abstenerse de infringir los derechos.

La rendición de cuentas horizontal, por su parte, se refiere a la relación entre los 
distintos poderes del gobierno y otras instituciones. Las disposiciones que fortale-
cen o debilitan la separación de poderes (por ejemplo, el modo de selección de los 
magistrados) y los mecanismos de control recíproco (por ejemplo, la fortaleza ins-
titucional de la figura del ombudsman) son especialmente relevantes en este con-
texto. (Zilla, 2022, p. 1532)6

En las elecciones y los referendos revocatorios, las personas electoras pueden recom-
pensar o sancionar a las representantes por sus decisiones y no decisiones. Además, 

6	 El original en inglés es como sigue: “Vertical accountability refers to what citizens/electors (on 
the bottom) can demand from their officials (on the top). Vertical accountability contributes  
to the responsiveness of (elected or selected) persons in positions of authority, i.e. their  
willingness to consider citizens’ preferences and to abstain from infringing on rights. In 
elections and recall referendums, electors may reward or sanction representatives for their  
decisions and nondecisions.

Horizontal accountability, in turn, concerns the relation between government branches and  
other institutions. Provisions that enhance or undermine separation of power (e.g. magistrates’  
selection mode) and reciprocal control (e.g. an ombudsperson’s institutional strength) are  
especially important in this context”. Traducción propia.
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las constituciones no solo establecen el marco para el sistema político, sino también 
el orden socioeconómico, lo que restringe el alcance de la política económica (que de-
bería ser un producto de la disputa política y la formulación de políticas). Por lo tanto,  
es difícil trazar la línea entre las estipulaciones relativas a las reglas estructurales del 
juego, por un lado, y la política contenciosa situacional, por el otro. Los casos más fá-
ciles de identificar pueden ser en los que la fuerza política elegida acuñó al Estado con 
su ideología de partido (Zilla, 2022, p. 1532).

Defender la democracia es mucho más que defender un conjunto de instituciones  
determinadas. Desde una perspectiva deliberativa, implica apoyar la participación  
ciudadana real, lo que, a la vez, requiere contrarrestar patrones materiales y culturales  
de exclusión, muchas veces sostenidos por la institucionalidad local (Aldao, 2022). En 
el contexto de esta discusión, es interesante ver que el análisis de proporcionalidad  
permite a la Corte idh desarrollar criterios a favor y en contra de la intervención en  
las instituciones democráticas nacionales, al modular la debida deferencia según la  
situación real de los demandantes (Caso Castañeda Gutman vs. México, 2008; Caso  
Yatama vs. Nicaragua, 2005; Gutmann y Thompson, 2009; Young, 2001).

La protección de la igualdad de este derecho a influir en la voluntad política con la  
opinión no cuenta actualmente con instituciones equivalentes a las que protegen  
la integridad del voto. Esto se refiere a un ejercicio de libertad positiva, del que descon-
fía el liberalismo tradicional, que emana de los derechos de expresión, prensa, reunión  
y organización, y que requiere protección de la comunidad política y su autoridad, el 
gobierno, que, desde el punto de vista normativo, no está sujeto a negociación regre-
siva, como puede estarlo, por ejemplo, la legislación respecto a los límites del Poder 
Ejecutivo (Beetham, 2004).

Si se reduce la democracia al régimen político, entonces no hay criterios para asociar 
acciones estatales con una voluntad democrática. La agencia de la ciudadanía surge 
de una opinión que se plasma en una voluntad de toma de decisiones, excepto por el  
voto (acceso), que se realiza en el régimen, pero está regulado en la constitución  
del Estado; en este, se ejerce la voluntad política y se toman las decisiones guberna-
mentales. El puente entre ambos es el representante, y tanto los representantes como  
la ciudadanía dan forma a estas decisiones durante el periodo entre cada elección 
(Valdés-Ugalde, 2023).

Cuando la opinión se introduce en la comprensión de la participación democrática, en-
tonces la representación política debe atender a las circunstancias de la formación de  
opinión, una cuestión que pertenece a la justicia política o a la igualdad de oportunida-
des que la ciudadanía debería tener para disfrutar significativamente de sus derechos 
políticos. El derecho a una igual influencia en la formación de la voluntad política es fre-
cuentemente violado, como se puede observar en los procesos de autocratización en 
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los que, mientras se suprimen los derechos políticos y cívicos, el voto se mantiene como  
último bastión de validación de la autoridad (Valdés-Ugalde, 2023).

El derecho a resistir está reconocido hoy en día en muchos documentos constitucio-
nales. Por ejemplo, el artículo 20(4) de la Ley Fundamental alemana consagra el de-
recho de resistencia y establece que “todos los alemanes tendrán derecho a resistir 
a cualquier persona que intente abolir este orden constitucional si no hay otro recur-
so disponible” (Ley Fundamental de la República Federal de Alemania [Grundgesetz],  
1949). Esta disposición —señala correctamente Mark Tushnet— complementa las  
cláusulas de eternidad del artículo 79(3). Los valores constitucionales fundamentales 
del Estado están protegidos por la “inenmienda” formal. Si el reformador de la cpeum 
viola esta inenmiendabilidad, el tribunal puede bloquear la reforma constitucional y 
anularla por ser inconstitucional. Pero, además del Poder Judicial, también el pueblo  
—si no hay otro recurso disponible— tiene derecho a resistir la abolición del orden cons-
titucional y, con ello, proteger el orden democrático (Roznai, 2024, p. 9).

Para que la ciudadanía actúe como defensora de la democracia, debe tener algún tipo de  
educación constitucional, cierta alfabetización constitucional; esta es de gran impor-
tancia para sostener la democracia constitucional. En ese sentido, el caso israelí pro-
porciona un ejemplo muy interesante. Para contrarrestar la reforma judicial populista 
y la retórica a menudo abusiva y de préstamos detrás de ella, los juristas desempeña-
ron un papel vital al proporcionar información confiable acerca del sistema judicial, la  
jurisprudencia y el derecho comparado, con medios accesibles, como videos, artículos 
de opinión, artículos breves, así como discursos en mítines y en hogares, para propor-
cionar al público en general mucho más conocimiento constitucional respecto a qué 
protesta y por qué (Roznai, 2024, p. 11).

Entonces, la afirmación principal de Yaniv Roznai es que el pueblo mismo, cuando ac-
túa colectivamente, es otro tipo de poder, que está verticalmente separado de los órga-
nos instituidos por el gobierno y puede considerarse como una institución que protege 
la democracia y tiene la posibilidad de bloquear o frenar los intentos de los gobiernos 
populistas de socavar el orden democrático. Los regímenes constitucionales organi-
zan todas las instituciones políticas fundamentales de la sociedad. El pueblo puede 
considerarse otro tipo de institución (Roznai, 2024, p. 12).

A diferencia de las instituciones de cuarta rama, la gente no tiene experiencia espe-
cial ni es responsable ante ningún actor; sin embargo, es independiente, al menos en 
lo que respecta al partido o a la coalición gobernante. No obstante, quienes se preo-
cupan por la democracia deben defender su protección. Los valores democráticos no 
pueden dejarse únicamente en manos de los tribunales, sino que también deben pro-
tegerse en las calles, instando a la gente a asumir la responsabilidad de garantizar sus 
libertades y la carta magna, y a no depender únicamente del Poder Judicial (Tushnet, 
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2000b). “Las personas que actúan en y a través de las instituciones de la sociedad civil  
podrían efectivamente influir y limitar al gobierno” (Tushnet, 2000a, p. 412; Tushnet 
citado en Roznai, 2024, pp. 13-14).7

La igualdad de oportunidades en el ejercicio de la opinión no tiene equivalente a la 
igualdad para votar; es un deber a la justicia política, y los criterios de la justicia no 
pueden ser los mismos que los criterios de la opinión o del juicio ordinario (Urbinati, 
2014, p. 34). Es el control de las élites y la reversión de la desigualdad.

La apertura política, a pesar de las insuficiencias y las características diferenciales de  
los sistemas políticos, ha significado una expansión de las expectativas de bienestar, una 
de las cuales es la búsqueda de la ampliación de derechos —ya sean derechos civiles y  
políticos, culturales o étnicos, económicos o sociales— en condiciones democráticas.  
La demanda de democracia se ha convertido en una demanda de igualdad de derechos 
dentro de los estados que son democráticos en sus reglas y procedimientos para acce-
der al poder, pero que lo son menos o son antidemocráticos en cómo lo ejercen y, en con-
secuencia, obstaculizan el cambio igualitario (Valdés-Ugalde, 2023, pp. 30-33).

Las democracias electorales se han estabilizado relativamente, pero faltan sistemas 
de protección social y un Estado de derecho con capacidad para producir un orden po-
lítico aceptable y los bienes públicos que exige la justicia; son deficiencias que, a la  
vez, tienden a actuar en contra de la integridad de la democracia electoral. La vertiente  
colectiva de la libertad de expresión, como pilar fundamental de la sociedad y como 
derecho instrumental o procedimental para el ejercicio de la participación pública,  
permite que las personas puedan ejercer el control democrático de las gestiones  
estatales, a fin de cuestionar, indagar y considerar el cumplimiento de las funcio- 
nes públicas. En ese sentido, posibilita que las personas logren formar parte del proceso  
de toma de decisiones y que sus opiniones sean escuchadas. Así, el control democrá-
tico por parte de la sociedad, mediante la opinión pública, fomenta la transparencia 
de las actividades estatales y promueve la responsabilidad del funcionariado respecto  
a su gestión pública (Caso Baraona Bray vs. Chile, 2022, párr. 90).

Por ello, los estados deben abstenerse de realizar conductas que afecten los dere-
chos humanos, como lo es someter a las personas a procesos penales sin garantías del  
debido proceso o realizar actos directos o indirectos que constituyan restricciones  
indebidas a la libertad de expresión. Adicionalmente, la Carta Democrática Interame-
ricana reconoce que “la participación de la ciudadanía en las decisiones relativas a 
su propio desarrollo es un derecho y una responsabilidad [además de] una condición  

7	 El original en inglés es como sigue: “People acting in and through civil society’s institutions 
might effectively influence and constrain the government”. Traducción propia.
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necesaria para el pleno y efectivo ejercicio de la democracia” (Carta Democrática Inte-
ramericana, artículo 6, 2001). Precisamente por esa razón, el mismo instrumento resal-
ta como componentes fundamentales del ejercicio de la democracia “la transparencia 
de las actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos 
en la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión 
y de prensa” (Carta Democrática Interamericana, artículo 4, 2001; Caso Baraona Bray 
vs. Chile, 2022, párrs. 90-92).

En particular, la participación pública facilita que las comunidades exijan responsa-
bilidades a las autoridades públicas para la adopción de decisiones y, a la vez, mejora 
la eficiencia y la credibilidad de los procesos gubernamentales. Como ya se ha men-
cionado en ocasiones anteriores, la participación pública requiere la aplicación de los  
principios de publicidad y transparencia y, sobre todo, debe ser respaldada por el  
acceso a la información que permite el control social mediante una participación efectiva  
y responsable (Caso habitantes de La Oroya vs. Perú, 2023, p. 149). Cobra relieve la  
importancia de crear y consolidar mecanismos de participación y control ciudadano, 
a fin de velar por este interés; para ello, la prensa y la opinión pública constituyen ins-
trumentos fundamentales en el control de la gestión pública, la transparencia de la 
actividad estatal, el manejo de recursos públicos, la rendición de cuentas y el llamado 
a la responsabilidad del funcionariado respecto a sus actuaciones.

La faceta colectiva del derecho a la democracia reconoce que toda la ciudadanía de un 
Estado democrático y constitucional de derecho tiene un interés legítimo en el correc-
to desarrollo del juego democrático; así, mientras se esté afectando la integridad del 
juego democrático, especialmente si estas alteraciones provienen del poder público, 
se puede decir que no se está trastocando solo el derecho de las personas afectadas  
de manera directa —como los partidos de oposición u otros sectores sociales no afines  
al poder oficialista—, sino también el derecho de todo el pueblo al ofuscar el proceso 
que busca hacer valer su expresión de soberanía.

Se trata, en definitiva, de una protección autónoma al mismo sistema de democracia 
representativa, al reconocer que, en su conjunto, un pueblo tiene el derecho a que su 
gobierno se maneje con sujeción a límites propios del Estado constitucional de derecho.  
Así, mientras no exista una sociedad democrática, se ponen en peligro los dere- 
chos y las libertades inherentes a las personas. Asimismo, mientras esas libertades y 
esos derechos se vean mermados o minorados, no es posible hablar de una sociedad 
democrática. Es por conducto de la coherencia sistémica con el contexto democráti-
co interamericano que se puede llegar a esta determinación (Caso del Tribunal Cons-
titucional [Camba Campos y otros] vs. Ecuador, 2013, párr. 188; Voto concurrente de 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor, 2024, párr. 110).
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Lo anterior también encuentra fundamento en el párrafo segundo del artículo 2 de la 
Carta Democrática Interamericana, que, leída a contrario sensu, indica que la demo-
cracia representativa se debilita y desarticula si no hay “participación permanente, 
ética y responsable de la ciudadanía en un marco de legalidad conforme al respectivo  
orden Constitucional” (Carta Democrática Interamericana, artículo 2, párrafo segundo,  
2001). Por ello, el derecho a la democracia se reserva a aquellas situaciones de la 
más alta gravedad, las que pongan en evidencia un declive significativo en la tute-
la de cualquiera de los tres elementos (Estado de derecho, democracia y vigencia de  
los derechos humanos), de tal manera que el sistema en sí se desdibuje por sus propios 
garantes; en definitiva, es una deconstrucción de los cimientos de la democracia repre-
sentativa (Voto concurrente de Eduardo Ferrer Mac-Gregor, 2024, párr. 111).

Institucionalidad democrática 
como horizonte para la reforma 
al régimen democrático 
interamericano

Como se expuso anteriormente, hay cada vez más modos de representación, tipos de 
supervisión, procedimientos de monitoreo y formas de expresar preferencias (Haber-
mas, 1998; Keane, 2009; Rosanvallon y Goldhammer, 2008). El tipo de democracia que 
se empieza a construir tiene un enfoque de gobernanza que presupone que algunos 
mecanismos de participación deben ir más allá de la celebración regular de eleccio-
nes al garantizar la toma de decisiones democráticas. Como se expone en el texto, es 
un deber de los estados adoptar medidas para garantizar la amplia participación, sin 
ningún tipo de discriminación.

Jonathan Berger señala que es preocupante el asunto de la toma de conciencia acer-
ca de los derechos, en virtud de la limitada comprensión y apreciación en la sociedad 
civil de cómo los litigios respecto a los derechos humanos pueden utilizarse para pro-
mover la justicia social (Berger, 2008, p. 89). Una democracia de condiciones amplias 
requiere de promover y fomentar diversas formas de participación, de manera que en 
los estados puedan garantizarse condiciones reales y objetivas destinadas a consoli-
dar la institucionalidad democrática, el Estado de derecho y la vigencia de los derechos 
humanos y el desarrollo económico y social en toda la región (Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, 2023, párrs. 145-146).

En contextos de democracias frágiles, las instituciones independientes encargadas  
de la defensa de la norma fundamental y la democracia —en concreto, los tribunales  
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constitucionales y los órganos garantes encargados de la tutela de los derechos  
humanos, defensores de derechos humanos— deben unirse y sumar las capacidades 
institucionales que les son conferidas dentro del ámbito de su competencia, así como 
cooperar como engranajes de un poder supremo, es decir, el que emana de la Cons-
titución, las leyes y los tratados que sean conformes a ella, para la protección de los 
movimientos de grupos históricamente discriminados.

Ante el contexto de autoritarismo y de erosión democrática, los sistemas de elec-
ción popular han resultado insuficientes para garantizar el pleno goce de los derechos  
político-electorales de las personas, de conformidad con la noción de pluralismo ra-
zonable, fundada en un consenso entrecruzado de visiones omnicomprensivas, cuya 
exégesis es incuestionablemente comunitarista. En ese contexto, las garantías judi-
ciales para la defensa de los derechos humanos se perfeccionan solo si los defensores 
de estos emprenden esfuerzos y, en específico, acciones de litigio de interés público, 
en defensa de los grupos minoritarios.

El principio de efectividad progresiva supone la aplicación de sistemas fiables para medir  
los logros en el cumplimiento de los derechos sociales, para lo cual, es fundamental 
la participación significativa. Una democracia participativa, en el contexto de lo que  
establece la Carta Democrática Interamericana, impone un deber estatal de otorgar  
todas las garantías necesarias para asegurar la representación pluralista de las fuerzas  
sociales, de la sociedad civil, incluidas las organizaciones no gubernamentales y la  
organización profesional, a fin de articularse coordinadamente y de forma coopera-
tiva, para que la opinión de las personas o de los grupos, como mujeres, infancias,  
indígenas, personas con discapacidad y personas cuya dignidad es vulnerada, funja como  
un verdadero contrapeso al autoritarismo y a la hegemonía mayoritaria.

La Carta Democrática Interamericana es una fuente esencial para resignificar lo que 
se entiende por democracia participativa. Este documento enriquece el horizonte de 
las normas constitucionales en la medida en que proporciona ideales regulativos con 
el fin de repensar cuál es la función de las garantías jurisdiccionales y no jurisdicciona-
les para la defensa de la Constitución, en este nuevo paradigma que se ha denominado  
democracia deliberativa. La justicia constitucional puede fortalecer la democracia al 
promover y fomentar diversas formas de participación y, en general, servir como un 
puente a la escritura colectiva de la norma fundamental en grande.

En ese tipo de democracia deben adoptarse medidas especiales que incluyan políti-
cas activas, tanto de participación como de protección, y no así meras acciones com-
pensatorias (Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Anuales previstos en el 
Protocolo de San Salvador, 2015, párr. 43). La participación no debe ser vista como un 
mero trámite, sino con una influencia real, de modo que se afirmen y se garanticen 
los derechos de las personas en situación de vulnerabilidad en la implementación de  
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las políticas y los servicios sociales susceptibles de afectarlos (Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, 2017, párr. 487). Esta forma de democracia participativa debe 
incluir, a la vez, mecanismos para garantizar que se escuchen las voces de las personas 
en situación de pobreza. Así, la Carta Democrática Interamericana permite vislumbrar 
una democracia informada en materia de derechos humanos, enriquecida por el uso 
de evaluaciones de impacto e indicadores de progreso (Schutter, 2019, p. 619), en la 
que se tomen medidas afirmativas para garantizar que los grupos más pobres y mar-
ginados de la población tengan en cuenta sus puntos de vista y en la que la política  
democrática no se trate solo de resultados concretos (Young, 2012, pp. 262-275).

Las obligaciones de derechos sociales se encuentran indisolublemente asociadas a las 
garantías de acceso a la información y a la participación social (Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos, 2017, párrs. 235, 236 y 271). Deben establecerse estructuras 
de poder suficientes que permitan la participación significativa de “las comunidades 
minoritarias, que necesitan estructuras políticas e internacionales más amplias con el  
fin de proteger sus valores y bienes culturales” (Waldron, 1995, p. 104).8 La noción de  
pluralismo razonable, fundada en un consenso entrecruzado de visiones omnicomprensi-
vas (Rawls, 1996), de incuestionable raigambre comunitarista, es un arma eficaz que se  
puede esgrimir para enfrentar los retos y los problemas que surgen de la polietnici-
dad y la multinacionalidad de las sociedades contemporáneas. Los derechos grupa- 
les defendidos por Kymlicka tienden a proteger y permitir el florecimiento de las  
culturas minoritarias; de ahí que la inserción de minipúblicos en el proceso político, 
sin duda, conducirá a resultados sustancialmente mejores. Es la representatividad de 
los minipúblicos lo que los hace democráticamente significativos, en comparación con 
otros foros deliberativos (Lafont, 2017, p. 87).

Así, bajo la luz de la Carta Democrática Interamericana, la concepción de democracia 
participativa (antes descrita) vuelve factible que los procesos participativos tengan 
un potencial transformador. Se consideran herramientas para fortalecer la sociedad 
civil, el empoderamiento de los grupos asociativos y el establecimiento de pautas de  
interacción con el Estado basadas en la autonomía (García-Espín y Jiménez, 2017,  
p. 115). Los cambios en los flujos de información, provocados por la formalización y la 
publicidad de las interacciones, pueden reducir el ejercicio del poder discrecional por 
parte de las autoridades y los actores asociativos, así como aumentar la capacidad 
de influencia de quienes carecen de poder (García-Espín y Jiménez, 2017, p. 133). Los 
procedimientos participativos también pueden activar mecanismos de desburocrati-
zación en las organizaciones.

8	 El original en inglés es como sigue: “Minority communities need larger political and internatio-
nal structures to protect and to sustain the cultural goods that they pursue”. Traducción propia.
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La Comisión Interamericana, en el Compendio denominado Institucionalidad democrá-
tica, considera que existen ciertas características de las instituciones defensoras de 
derechos humanos que los estados deben asumir como parte del entramado estatal 
enfocado a garantizar la plena vigencia de los derechos humanos (Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos 2023, párr. 237). La cidh ha entendido la institucionalidad 
democrática y la institucionalidad en derechos humanos como ejes transversales por 
los cuales se pretende verificar los mecanismos de participación social con el objetivo  
de comprender, desde la perspectiva de los derechos humanos, la necesaria relación de  
la población con los espacios formales con el propósito de reclamar al Estado el res-
guardo efectivo de sus derechos; las estrategias estatales para incentivar la partici-
pación social en la elaboración, la implementación y el seguimiento de las políticas  
públicas, y la previsión de instancias permanentes de diálogo con la sociedad civil,  
respetando su autonomía, libre funcionamiento e independencia, entre otros aspectos.

La ausencia o el retroceso en la protección de los derechos humanos estrechamente 
vinculados al Estado democrático de derecho se refleja por medio de signos, como la 
reducción de espacios democráticos de participación, los casos de represión y la adop-
ción de medidas que restringen los derechos a la libertad de expresión, de asociación 
y reunión. Ante ello, la Comisión recuerda en el Compendio que la democracia repre-
sentativa es el sistema en el que se alcanza la estabilidad, la paz y el desarrollo de la 
región, lo cual, para lograr el pleno ejercicio de los derechos fundamentales, vuelve  
indispensable la participación diversa e inclusiva, a fin de garantizar los derechos  
políticos y el funcionamiento de la democracia, de manera que es un deber adoptar 
medidas para lograr la amplia participación, sin ningún tipo de discriminación (Comi-
sión Interamericana de Derechos Humanos, 2023, párrs. 145-146).

Es indispensable la implementación de acciones especiales que garanticen la partici-
pación sustantiva y la incidencia efectiva en todos los espacios políticos de decisión 
por parte de las personas y los grupos en mayor situación de vulnerabilidad y exclu-
sión. Dicha participación no se restringe al ámbito electoral (Comisión Interamericana  
de Derechos Humanos, 2023, párr. 148). Para ello, la cidh reitera su compromiso de con-
tribuir a que en los estados se garanticen las condiciones reales y objetivas destinadas  
a consolidar la institucionalidad democrática, el Estado de derecho, la vigencia de 
los derechos humanos y el desarrollo económico y social en toda la región (Comisión  
Interamericana de Derechos Humanos, 2023, párr. 149).

En el caso Capriles vs. Venezuela (2024), es especialmente importante la prueba 
contextual. Esta es la primera ocasión —en un caso que involucra la responsabilidad  
internacional del Estado de Venezuela— en la que la Corte idh considera acreditado un 
“contexto de progresivo deterioro de la separación de poderes en Venezuela y de la 
independencia e imparcialidad” (Caso Capriles vs. Venezuela, 2024, párr. 141), tanto 
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del Consejo Nacional Electoral como del Tribunal Supremo de Justicia. Lo anterior re-
presentó “un abandono de los principios fundamentales del Estado de Derecho” (Caso 
Capriles vs. Venezuela, 2024, párr. 145), al desconocerse las reglas de derecho interno 
que limitan el poder y hacen posible el juego democrático, debido a la afectación de 
la integridad del proceso electoral, en perjuicio de Henrique Capriles Radonski, en el 
marco de su participación política como candidato presidencial en las elecciones del 
14 de abril de 2013 (Caso Capriles vs. Venezuela, 2024, párr. 144).

Ya no se está ante los enemigos tradicionales de la democracia representativa, como 
lo fueron las dictaduras militares y los estados autoritarios del siglo pasado. El nuevo  
milenio, en cambio, ha visto el surgimiento de movimientos que se autoidentifican  
como democráticos; incluso emplean mecanismos formalmente constitucionales para  
llevar a cabo su proyecto político, pero que muchos estudiosos de este fenómeno no 
titubean en tildar de autoritarios, antidemocráticos o, por lo menos, iliberales.

Estos desafíos constituyen una nueva encrucijada, entre el derecho y la política, a la 
cual el derecho internacional de los derechos humanos y, particularmente, la cadh y 
sus órganos de protección deben dar respuestas. Hoy en día, es posible que se es-
té delante de la etapa inicial de formación de un fenómeno de grandes dimensiones  
e implicaciones: el de la promoción internacional de la democracia y el Estado de  
derecho, y esto implica también, en los tiempos convulsos actuales, la necesaria tutela  
efectiva de la democracia.

Conclusión

El tribunal constitucional especializado en materia electoral deberá estar a la altura 
para enfrentar las reformas constitucionales abusivas, sobre todo por los riesgos que 
la mayoría absoluta representa para la democracia mexicana de hoy, pero también 
para las minorías del futuro. En este trabajo se ha intentado trazar una hoja de ruta  
a seguir para la recuperación de la democracia constitucional. Se analizaron con-
cepciones como la cultura o la sociedad de intérpretes constitucionales, pero, a la  
vez, se enfatizó la relevancia en el reconocimiento de la institucionalidad democrá-
tica como una base para el efecto útil de los derechos reconocidos en el ámbito in-
teramericano, particularmente el acento que pone el artículo 4 de la Carta Democrática 
Interamericana en la libertad de expresión, como un componente fundamental del ejerci-
cio de la democracia.

La Carta Democrática Interamericana debe guiar a los jueces en estos tiempos de os-
curidad. Este instrumento constituye una luz para el futuro de la región, teniendo en 
cuenta que su texto ofrece los cimientos para la reconstrucción sólida de un sistema  
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que rompa con las tendencias consistentes en la desigualdad socioeconómica y la  
tradición providencial y patrimonial del poder, de las que justamente han sacado  
provecho las olas de desconsolidación de las democracias regionales. Su entendi-
miento, como un instrumento vivo, exige ir más allá de su interpretación para, más  
bien, articular acciones de resistencia contra patrones materiales y culturales de  
exclusiones, muchas veces sostenidos por la institucionalidad local.

El tepjf, en esta época del constitucionalismo mexicano, debe fungir como un guardián 
de los espacios de participación, que aun cuando sean informales y no autoritativos, 
sí pueden influenciar profundamente en el rumbo de un país. El reto está en romper 
con el paradigma que reduce la democracia a la dimensión exclusiva del régimen polí-
tico y, en su lugar, analizar la realidad contextual en que la interacción entre las fuer-
zas democráticas y no democráticas en el régimen acentúa o disminuye el impacto de 
esas fuerzas sobre el Estado. El caso Capriles vs. Venezuela ya marca la navegación 
interamericana hacia esa dirección.

En la medida en que la jurisprudencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración sea apta para articular una teoría descriptiva de la democratización y des-
democratización del Estado y una teoría normativa del Estado democrático, se tendrá 
esperanza, como sociedad, para ver en la democracia constitucional, nuevamente, 
una vía para la búsqueda del constante mejoramiento económico, social y cultural 
del pueblo como un sistema de vida y no solo como una estructura jurídica o un régi-
men político.
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